
DICTAMEN No. 195  
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día diecisiete de julio de mil novecientos ochenta y cuatro, adoptó el acuerdo 
que copiado literalmente dice así:  
Número 101. Se da cuenta con consulta elevada por el conducto reglamentario, 
formulada por el Presidente de la sala de lo Civil, Administrativo y Laboral del 
Tribunal Provincial Popular de Granma que es del siguiente tenor:  
"En el apartado 2 incisos a y b del artículo setenta y uno del Código Penal, se 
regula la responsabilidad civil de terceros en defecto de los que lo sean 
penalmente. 
Tal articulado ha suscitado dudas en nuestro Tribunal que son del siguiente 
tenor: 
En ocasiones choferes de empresas estatales conduciendo vehículos de las 
mismas y en funciones propias de ellas se han colocado en estado de 
embriaguez alcohólica y han originado accidentes de los cuales se ha derivado 
responsabilidad civil. 
en estos casos el Ministerio Fiscal a formular conclusiones provisionales, ha 
acusado en calidad de terceros civil Responsables, a las citadas empresas. ello 
ha dado lugar a dos criterios distintos en nuestro Tribunal. 
El primero consistente en que no procede la demanda del tercero, toda vez que 
el hecho de que un chofer se coloque en estado de embriaguez, no es un acto 
propio de sus funciones ni constaba autorización del organismo para hacerlo, y 
por lo tanto la empresa o entidad de que se trate no debe asumir ningún tipo de 
responsabilidad. 
Ni la civil en defecto del autor responsable penalmente relacionada con ello. 
Según los sostenedores de este criterio lo propio ha de suceder cuando los 
choferes en cuestión, incurran en accidentes en momentos en los que se 
hallaban desviados de sus rutas por abusar de sus cargos. 
El segundo criterio, postula que ciertamente procede la demanda del Ministerio 
Fiscal contra las personas colectivas con patrimonio propio para que de 
manera subsidiaria asuman la responsabilidad civil de sus empleados o 
funcionarios declarados penalmente responsables de aquellos delitos que 
cometieron cuando se desempeñaba en las funciones a ellos asignadas por la 
empresa o entidad en cuestión, porque lo que importa aquí es que el 
funcionario o empleado cometa el delito en los momentos en que laboraba en 
la finalidad social a él encomendada por la empresa, esto es que la 
responsabilidad civil del tercero, tiene un carácter netamente subsidiario y en 
nada se relaciona con la naturaleza jurídico penal de la acción delictiva del 
autor declarado responsable, y por tal razón la demanda del fiscal contra el 
tercero, tiene naturaleza jurídico civil y pretende que la persona colectiva con 
patrimonio propio para la cual laboraba el autor de un delito cometido en las 
funciones de aquella, supla la responsabilidad civil de éste en posibles casos 
de insolvencia. 
En otras palabras, se interpreta que tal obligación de la empresa o entidad es 
una garantía que da la misma a la sociedad respecto as los posibles daños y 
perjuicios que pueden ocasionarle funcionarios o empleados suyos que 



delinquieren cuando prestaren los servicios asignados. Obligación ésta que 
nace entre la entidad y los destinatarios de su función al establecerse la 
relación jurídicolaboral entre ella y el funcionario o empleado". 
El Consejo, a propuesta del Presidente de la Sala de lo Penal, acuerda evacuar 
la consulta en los términos del siguiente:  
DICTAMEN No. 195  
La responsabilidad civil de los terceros, regulada en el apartado dos, incisos a) 
y b), del artículo 71 del Código Penal, se fundamenta en la relación existente 
entre los órganos, organismos, empresas, organizaciones económicas 
estatales, cooperativas y sus funcionarios, empleados o dependientes, cuando 
éstos, en el ejercicio de sus respectivos cargos, cometan delito. Esa relación es 
la que determina la responsabilidad civil del tercero; los órganos, organismos y 
demás entidades relacionadas en dicho precepto están obligados a satisfacer, 
en defecto de pago del sancionado, las indemnizaciones fijadas en las 
sentencias. En su consecuencia, cuando se fije determinada responsabilidad 
civil con motivo de un delito cometido en ocasión de conducir vehículos por las 
vías públicas, responde civilmente el tercero, aun cuando el conductor del 
vehículo se hallare embriagado o se hubiere desviado de la ruta de viaje.  


